RESUMEN DEL CONTENIDO DE LA STC 168/2009, DE 9 DE JULIO, EN MATERIA DE CARRETERAS.
Co/ Ley del Parlamento Vasco 5/2002, de 4 de octubre, de segunda modificación de la Ley reguladora del Plan General de Carreteras del País Vasco.

Materia:
Carreteras

Resumen:

La inclusión en el anexo de la ley impugnada (relativo al Catálogo de la red objeto del Plan General de Carreteras del País Vasco) de dos tramos que están integrados en la Red de Carreteras del Estado (correspondientes a la A-1 y A-8)  implica la vulneración de la competencia estatal sobre dichos tramos, ya que forman parte de la competencia exclusiva atribuida al Estado en relación con aquellas carreteras que discurran por el territorio de más de una CA o que se califiquen de interés general (149.1.21ª CE)

Por lo mismo resulta inconstitucional, por afectar a la competencia estatal, incluir en la DA 2ª de la Ley una referencia a la autopista A-1 Burgos Cantábrico (Maltzaga) en cuanto alcanza al tramo de la misma que es de competencia estatal (Álava-Armiñon).

En relación con la posibilidad de inclusión de diversos tramos de carreteras incluidos en la Red de interés general del Estado dentro de la red objeto del Plan General de Carreteras País Vasco “a efectos única y exclusivamente funcionales” es inconstitucional ya que pretende limitar la competencia estatal sobre un tramo de carretera que está incluido en la Red de Carreteras del Estado. Y es competencia del estado, a través de ley estatal para determinar en qué supuestos concurren las circunstancias que permiten calificar una carretera como de interés general e integrarla en la Red de carreteras del Estado. En base al art. 149.1.21ª CE.

Valoración competencial:
Reitera y aplica la doctrina constitucional en materia de competencias estatales y autonómicas contenida en SSTC 65/1998, de 18 de marzo y 132/1998, de 18 de junio.

«la doctrina de la STC 65/1998, de 18 de marzo ( RTC 1998, 65)  , en la que, tras reconocer la competencia del Estado y la libertad del legislador estatal para determinar en qué supuestos concurren las circunstancias que permiten calificar una carretera como de interés general e integrarla en la Red de carreteras del Estado (F. 10) afirmamos que «el criterio del interés general puede permitir la consideración como carretera estatal de una carretera de itinerario íntegramente comunitario, y que a este Tribunal no le corresponde determinar a priori cuáles puedan ser esas razones de interés general» (F. 12).»
«Corresponde al Estado, en virtud de su propio título de intervención en materia de carreteras, asumir la totalidad de las competencias sobre las que se integren en dicha Red, que tiene asiento en el art. 149.1.24 CE ( RCL 1978, 2836)  . Por su parte la Ley 25/1988, de 29 de julio ( RCL 1988, 1655, 2268)  , establece, en su art. 4, los criterios que permiten calificar una carretera como estatal, con la consecuencia de que corresponderá al Estado la planificación, proyección, construcción, conservación, financiación, uso y explotación de la misma. »

«… esta materia resulta especialmente idónea para el establecimiento de fórmulas de colaboración. »
«Así, la concreta declaración de que la eventual incorporación de una carretera a la Red estatal lo es «a efectos única y exclusivamente funcionales» resulta contraria al orden de distribución de competencias, pues pretende limitar una competencia estatal que se ejerce de forma completa desde el momento en que, previo el mecanismo de colaboración normativamente previsto por el titular de la competencia, una carretera se incluye en la Red de carreteras del Estado. 
De esta manera los efectos de la hipotética incorporación de los ejes viarios mencionados en la disposición adicional segunda a la referida Red estatal es una cuestión de todo punto ajena a la potestad legislativa del Parlamento Vasco, ya que depende de si se modifica, o no, en el futuro la Red estatal de carreteras.
 Cuestión ésta determinante del alcance de las atribuciones estatales sobre las carreteras integradas en la Red de su competencia, competencia que, para poder ser ejercida precisa del acuerdo de las restantes Administraciones públicas implicadas. Necesidad de acuerdo que, en cuanto permite la adecuada articulación e integración competencial, salvaguarda adecuadamente las preexistentes competencias autonómicas sobre una carretera en la eventualidad de que la misma pudiera ser integrada en la Red de interés general de competencia estatal.
La evidente necesidad de cooperación en esta materia no habilita a la institución autonómica para modular e interpretar una competencia estatal que le es ajena, pues ya tenemos afirmado que, al margen de la decisión última que corresponderá a este Tribunal en caso de ser requerido para ello, nos encontramos en el ámbito normativo propio del legislador estatal al que, por ello, corresponde, como efectivamente ha hecho, determinar los efectos y la forma de incorporación de una carretera ya existente a la Red de carreteras del Estado. El legislador autonómico se ha excedido así de los límites de su competencia en materia de carreteras pretendiendo determinar los efectos del ejercicio de una competencia de la que la Comunidad Autónoma no es titular. »
